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Vivimos tiempos difíciles para la democracia en todo el 

mundo. No es algo nuevo, ya se han vivido antes, 

varias veces a lo largo del siglo XX –que no olvidemos 

es el siglo de la democracia en la larga Historia de la 

Humanidad- y siempre, hasta ahora, la democracia ha 

salido fortalecida frente a sus enemigos, las élites 

económicas, los latifundistas de capital. ¿Será también 

así en el siglo XXI? ¿Es el momento de que la 
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democracia entre en territorios, como el de la 

economía y la empresa, que le estaban vedados? 

Creemos que sí, cuando las fuerzas progresistas se 

han situado en posiciones meramente resistencialistas, 

como en los años ochenta y noventa, el resultado ha 

sido el retroceso de los derechos sociales y laborales y 

una creciente desigualdad. 

¿De qué hablamos cuando señalamos que la 

democracia económica permitirá ampliar y fortalecer 

sistemas democráticos capaces de proteger la 

convivencia y el bienestar de todos? Este es el amplio 

terreno de juego, el de la lucha por nuevos derechos, 

que acota el nuevo debate que acoge Espacio Público, 

en colaboración con la Fundación 1º de mayo de 

CCOO. 

La Gran Recesión iniciada en 2008 y las políticas de 

austeridad y devaluación salarial impuestas por las 

instituciones europeas a partir de 2010 han hecho que 

gran parte de la ciudadanía tomara consciencia de la 

trascendencia de contar con libertades, derechos e 

instituciones que nos permitan defendernos de los 

depredadores mercados financieros, pero a la vez 

algunos sectores sociales perdieron la fe en las 

bondades de un sistema democrático que no le servía 

de protección. Al mismo ritmo que se sustituían 

empleos decentes con salarios dignos por empleos 

precarios de baja remuneración o se ampliaban los 

riesgos de pobreza y exclusión social crecía la 



desafección de parte de la ciudadanía hacia los 

partidos políticos, las instituciones representativas o 

los derechos de inmigrantes y minorías. 

Un sector de la sociedad ha dejado de apreciar la 

democracia porque esta se estrechó -las distopías han 

ganado espacio a las utopías cercanas- de forma se 

han reducido las alternativas políticas que apuesten 

por la recuperación, en un futuro previsible, de los 

empleos, salarios, derechos y bienestar que se han 

perdido en los últimos años, y que proyecten unas 

condiciones de vida que mejoren el ejercicio efectivo 

de libertades y derechos. 

La cuestión se complica cuando se cae en la cuenta 

de que son las generaciones más jóvenes quienes han 

sufrido en mayor medida la precariedad laboral y un 

futuro de creciente incertidumbre. Jóvenes que no se 

sienten interpelados por la experiencia histórica que 

supuso la era de las tiranías europeas, la dictadura 

franquista en España, ni disponen, en muchos casos, 

de una memoria histórica que les ayude a comprender 

la ineficacia, inmoralidad e injusticia que suponen los 

regímenes autoritarios. 

La democracia es una construcción frágil y reciente en 

términos históricos, una conquista reversible que en 

los últimos años está sufriendo en Europa y en todo el 

mundo una campaña de descrédito organizada por 

poderosos enemigos. Ya no buscan su demolición, su 

objetivo es más inteligente, es erosionarla hasta 



reducirla a un cascarón de ceremonias formales que 

les permitan seguir protegiendo sus egoístas y elitistas 

intereses. Asimismo, en la mayoría de los países 

capitalistas desarrollados cuyas instituciones 

democráticas no son capaces de ofrecer suficientes 

empleos y salarios decentes, se está generando una 

robusta tendencia hacía una menor identificación de la 

ciudadanía con los valores democráticos. Los datos de 

la “Encuesta Mundial de Valores” atestiguan dicha 

tendencia. 

Repensar la economía con las trabajadoras y 

trabajadores implica proteger lo social frente a unos 

mercados que reparten de forma tan desigual, como 

injusta, rentas y riqueza. Supone considerar que el 

destino de la inversión pública, y de una parte 

sustancial de la inversión privada, tiene que decidirse 

teniendo en cuenta los intereses de la mayoría de la 

población. Esto es, que el poder democrático de la 

sociedad domine sobre el poder económico de las 

elites en beneficio de la mayoría social, las clases 

trabajadoras y el planeta que nos acoge. Ello implica 

apostar por el pleno empleo, con trabajos y salarios 

decentes para todas las personas que deseen trabajar, 

lo que requiere movilizar todas las energías existentes, 

así como la financiación pública, incluida la bancaria, y 

privada necesaria. 

Las elites económicas, el capital financiero y los 

grandes conglomerados empresariales globales 



caminan en sentido contrario, concentran cada vez 

más poder, riqueza y rentas y utilizan su poder para 

impedir que la sociedad les imponga límites, elimine 

sus posiciones de oligopolio y regule la actividad 

económica en beneficio de la mayoría social y del 

planeta, cuya preservación es la condición previa a 

cualquier tipo de economía y vida. O democratizamos 

la economía o nos privatizan la política. 

¿Cuándo hablamos de democracia económica de 

qué estamos hablando? 

Al referirnos a la democracia económica evocamos 

dos amplios espacios de intervención que están 

interrelacionados: el primero se refiere a la 

participación en la dirección y el control de la gestión 

de las empresas de las trabajadoras y trabajadores, de 

los sindicatos que les representan y de las 

organizaciones sociales vinculadas a su actividad; el 

segundo, a la participación de los sindicatos 

representativos y del resto de agentes sociales en la 

definición y gestión de la política económica, en la 

identificación de las mejores herramientas disponibles 

para lograr los objetivos propuestos y en el control y 

evaluación de sus resultados. 

Introducir la dimensión democrática en la gestión de la 

economía y de la empresa, resituando el papel de las 

clases trabajadoras en el control de los procesos 

económicos, más allá del alcance y la práctica de una 

negociación colectiva que debe ser reforzada, obedece 



a dos lógicas plenamente interrelacionadas: una 

colectiva, la de una sociedad interesada en construir 

sistemas económicos y políticos de pleno empleo, más 

justos y equitativos; otra individual, la de incrementar la 

cantidad y calidad de la libertad individual, permitiendo 

que el desarrollo de la autonomía y libre elección de 

los individuos sea compatible con los intereses 

compartidos, la solidaridad y la cohesión social o la 

preservación del clima y la biodiversidad, que son un 

patrimonio común de la humanidad. 

Impulsar el avance de la democracia económica ofrece 

un horizonte de nuevos derechos, de reformas, a las 

fuerzas progresistas que permite recuperar la 

hegemonía cultural, incorporando a la agenda política 

propuestas de modernización y cambio estructural del 

sistema económico y de la empresa. 

Democratizar las empresas no se reduce a ampliar el 

ámbito del cooperativismo o la economía social y 

solidaria, debe extenderse también a las empresas 

privadas y, en particular, a los grandes grupos 

empresariales. Esta tarea democratizadora de la 

economía y la empresa, lejos de desviar la atención 

sobre la imprescindible democratización de los 

Estados nación y la propia globalización, la 

complementan. Difícilmente se puede aspirar a 

democratizar lo que está más lejano, lo macro, si no 

somos capaces de abrir caminos para democratizar la 

actividad empresarial, lo micro, en la que estamos 



directamente involucrados o forma parte de nuestra 

vida cotidiana. 

La democratización de la economía no se reduce 

tampoco a incrementar el papel o el peso del capital 

público y las empresas de participación o propiedad 

pública, incluida la banca, debe extender su acción a 

las empresas privadas y, a través de un sistema fiscal 

más progresivo, a la mayor contribución de las rentas 

del capital y los grandes patrimonios privados a la 

modernización económica y el bienestar social. 

Disponemos de múltiples experiencias locales, 

nacionales e internacionales de impulso de la 

democracia económica. Buenas prácticas de las que 

aprender y aplicar para que la gestión de las empresas 

y la economía acaben impregnadas de los mismos 

valores, normas y prácticas de carácter democrático 

que rigen en el resto de ámbitos e instituciones de la 

sociedad. Se trata de identificar esas experiencias, 

promover su conocimiento y recabar el apoyo social 

que requiere la experimentación de nuevas formas de 

democracia en la economía. 

 

 

 

 

 



 

 

¿Es necesario un Gobierno progresista para abrir 

el campo de aplicación de la democracia a la 

economía? 

Se plantea en Espacio Público este debate sobre la 

democracia en la empresa y la economía en 

momentos electorales y políticos especialmente 

complejos y crispados a los que acompaña una 

desaceleración económica mundial cargada de 

incertidumbres. 

No obstante, el debate sobre la democracia económica 

rebasa con mucho el cortoplacismo de una campaña 

electoral en la que los partidos políticos tratan de 

diferenciarse. No sería apropiado para la reflexión 

sobre la democracia económica que este debate 

quedara atrapado en una maraña de argumentos, 

justificaciones y simplismos de carácter electoral. Pero 

es ineludible afirmar la conveniencia de un resultado 

electoral que facilite el próximo 10 de noviembre la 

formación de un Gobierno progresista abierto a la 

consideración de las reformas legales, institucionales o 

estructurales que convienen al avance de la 

democracia en las empresas y en la economía. 

Por eso es tan importante la voluntad y la experiencia 

del acuerdo programático y la cooperación de las 

fuerzas progresistas y de izquierdas portuguesas en la 



última legislatura (2015-2019) que analiza Francisco 

Louça en la ponencia que abre este debate en Espacio 

Público. Una cooperación no exenta de diferencias y 

disputas que, junto a las innegables mejoras que ha 

supuesto para el pueblo portugués, nos permite 

entender algunos de los límites e insuficiencias de la 

acción gubernamental como único vector de la 

transformación social. Siendo imprescindible, la acción 

de un Gobierno progresista no es suficiente para 

impulsar con éxito el proceso de democratización de la 

economía y la empresa, ya que este tiene que estar 

acompañado de un largo y complejo desarrollo de la 

organización y movilización política, sindical, social y 

cultural. 

Por todo ello, creemos que la democracia económica, 

en todos los rasgos que la constituyen y que son el 

objeto de reflexión y análisis de este debate que se 

abre en Espacio Público, forma parte del núcleo del 

ilusionante proyecto de modernización del país que las 

fuerzas progresistas deben ofrecer a la sociedad. 

 


